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Cumplimiento de requisitos previstos en el numeral 25 ter de la Ley 

para la Protección de los Derechos Humanos en el Estado de 

Guanajuato, que deben reunir la y los ciudadanos propuestas a efecto 

de ser designado al cargo de titular del Órgano Interno de Control, y que, 

son:  

 

1. El ser ciudadano mexicano, con residencia en el estado no 

menor de tres años anteriores a la fecha de su designación, lo 

acreditan: 

 

1.1.   La ciudadana Erika Yolanda Cerón Ramírez, a través de la 

copia certificada de su acta de nacimiento, expedida por 

el Director General del Registro Civil., y con la constancia 

de residencia expedida por el Secretario del Ayuntamiento 

de León, Gto., fechada el 11 de febrero de 2026, a través 

de la cual demuestra que ha residido en dicho municipio 

desde hace más de cinco años. 

 

1.2.   El ciudadano Francisco Javier Solis Espinoza, lo acredita a 

través de la copia certificada de su acta de nacimiento, 

expedida por la Directora General del Registro Civil del 

Estado de Guanajuato., y con la constancia de residencia 

expedida por el Secretario del Ayuntamiento de León, 

Gto., fechada el 26 de febrero de 2026, a través de la cual 

demuestra que ha residido en dicho municipio desde hace 

más de cinco años. 
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1.3.   El ciudadano J. Jesús Ricardo Santos Hernández, la 

acredita a través de la copia certificada de su acta de 

nacimiento, expedida por la Directora General del Registro 

Civil del Estado de Guanajuato., y con la constancia de 

residencia expedida por el Secretario del Ayuntamiento de 

León, Gto., fechada el 18 de febrero de 2026, a través de 

la cual demuestra que ha residido en dicho municipio 

desde hace más de diez años. 

 

Documentales a través de las cuales se consideró satisfecho el 

requisito relativo al contenido en la fracción I del dispositivo 25 

ter de la ley de la materia.  

 

2. Tener dos años de experiencia en materia de fiscalización y 

rendición de cuentas, lo que se desprende con lo manifestado 

en sus respectivos currículums vitae. 

 

Documentales a través de las cuales se consideró satisfecho el 

requisito relativo al contenido en la fracción II del dispositivo 25 

ter de la ley de la materia.  

 

3. Tener cuando menos treinta años cumplidos al día del 

nombramiento, lo acreditan a través de:  

 

3.1.   La ciudadana Erika Yolanda Cerón Ramírez, con la copia 

certificada de su acta de nacimiento, donde consta que 

nació el 11 de enero de 1981, luego entonces tiene 45 

años de edad. 
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3.2.   El ciudadano Francisco Javier Solis Espinoza, con la copia 

certificada de su acta de nacimiento, donde consta que 

nació el 22 de enero de 1984, luego entonces tiene 42 

años de edad. 

 
3.3. El ciudadano J. Jesús Ricardo Santos Hernández, lo 

acredita a través de la copia certificada de su acta de 

nacimiento, donde consta que nació el 10 de mayo de 

1971, luego entonces tiene 55 años de edad. 

 

Documentales a través de las cuales se consideró satisfecho el 

requisito relativo al contenido en la fracción III del dispositivo 25 

ter de la ley de la materia.  

 

4. Tener el día de su nombramiento, título profesional en las áreas 

contables, económico-administrativas, jurídicas o financieras, 

expedido por autoridad o institución facultada para ello, y con 

una antigüedad mínima en su ejercicio de cinco años, lo 

acreditan a través de:  

 

4.1. La ciudadana Erika Yolanda Cerón Ramírez, con la copia 

certificada de su título de Licenciada en Derecho, 

expedido por la Universidad de Guanajuato; titulándose 

el 3 de noviembre de 2004, por lo que le fue expedido el 

título el 25 mayo de 2005. 

 

4.2. El ciudadano Francisco Javier Solis Espinoza, con la 

copia certificada de su título de Licenciado en Derecho, 

expedido por la Universidad de León; titulándose el 20 
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de septiembre de 2005, por lo que le fue expedido el 

título el 2 de mayo de 2006. 

 

4.3. El ciudadano J. Jesús Ricardo Santos Hernández, con la 

copia certificada de su título de Licenciado en Derecho, 

expedido por la Universidad de León; titulándose el 1 de 

febrero del 2000, por lo que le fue expedido el título el 8 

de febrero de 2000. 

 

Documentales a través de las cuales se consideró satisfecho el 

requisito relativo al contenido en la fracción IV del dispositivo 25 

ter de la ley de la materia.  

 

5. Gozar de buena reputación y no haber sido condenado por 

delito intencional que amerite pena privativa de libertad de 

más de un año; pero si se tratare de robo, fraude, falsificación, 

abuso de confianza, enriquecimiento ilícito o cometido contra 

la administración pública, quedará inhabilitado para el cargo, 

cualquiera que haya sido la pena; se tuvo por acreditado con: 

 

5.1. El ciudadano J. Jesús Ricardo Santos Hernández, la 

acredita por medio de la Constancia de Antecedentes 

Penales, expedida por la Fiscalía General del Estado de 

Guanajuato, en donde se certifica que, en los archivos 

de esa institución, no existen antecedentes penales 

registrados. 
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5.2.   Respecto de la ciudadana Erika Yolanda Cerón Ramírez y 

el ciudadano Francisco Javier Solis Espinoza, ante la 

inexistencia de documentos o registros en contrario, se 

presume la inexistencia de antecedentes penales.   

 

En cuanto a la buena reputación que gozan, ésta se 

tendrá como tal y que, si bien puede existir prueba en 

contrario para desvirtuarla, en la especie no se tiene.  

 

Documental y presunciones a través de las cuales se consideró 

satisfecho el requisito relativo al contenido en la fracción V del 

dispositivo 25 ter de la ley de la materia.  

 

La carta de antecedentes penales, como requisito general e 

indispensable es inconstitucional porque vulnera gravemente los 

derechos humanos de igualdad, no discriminación, libertad de trabajo y 

el principio constitucional de reinserción social1, de ahí que no es 

necesario su solicitud para atender a un requisito establecido en la 

norma, como lo es el caso que nos ocupa. 

 

6. No ser o haber sido dirigente de partido o asociación política a 

nivel nacional, estatal o municipal o candidato a puesto de 

elección popular, ni ministro de ningún culto religioso, en los 

cinco años anteriores a su designación, por tratarse de un 
 

1 La Suprema Corte de Justicia de la Nación y las reformas a la Ley Federal del Trabajo han determinado su inconstitucionalidad por las 
siguientes razones: Discriminación y estigmatización: Exigir este documento de forma automática viola el Artículo 1o de la Constitución. 
Castiga de por vida a personas que ya cumplieron con su sentencia, dificultando que obtengan ingresos honestos. Transgrede el Artículo 5o 
constitucional, el cual protege la libertad de dedicarse a la profesión, industria o trabajo lícito que mejor le convenga a la persona. El 
Artículo 18 constitucional establece que el sistema penitenciario debe garantizar que la persona se reinserte a la sociedad. Negarle 
oportunidades laborales por antecedentes frustra este propósito y fomenta la reincidencia. 
La excepción existe sólo cuando la carta se requiere si el puesto exige una relación directa y justificada con el historial penal (por ejemplo, 
puestos en seguridad pública, custodia o manejo de valores). Pedirla de manera general para cualquier puesto administrativo o comercial 
es inconstitucional. 
Consultable en: https://www.internet2.scjn.gob.mx/red2/comunicados/noticia.asp?id=6062 
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hecho negativo, lo acreditan los tres ciudadanos a través de los 

escritos en que manifiestan no encontrarse en tales supuestos, 

los que rubrican bajo protesta de decir verdad, además de que 

se presume, atentos a que no existe constancia o evidencia de 

lo contrario. 

 

Con estas documentales se consideró satisfecho el requisito 

relativo al contenido en la fracción VI del dispositivo 25 ter de la 

ley de la materia.  

 

Tercero. Una vez analizados los expedientes de las personas 

propuestas, se constata que la y los candidatos cumplen con los 

requisitos legales exigidos para desempeñar el cargo de titular del 

Órgano Interno de Control del organismo autónomo de que se trata, que 

previene el artículo 25 ter, por un periodo de cinco años. 

  


